
21.– El documento administrativo. El expediente administrativo: 
forma, contenido y formación. Acceso al expediente y consulta del 
expediente administrativo: modos, personas habilitadas, negación 
del acceso al expediente. La expedición de copias y certificaciones 

de documentos.  
 
 

El documento administrativo /  
La expedición de copias y certificaciones de documentos 

 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas. 
 

 

Artículo 26. Emisión de documentos por las Administraciones 
Públicas. 

1. Se entiende por documentos públicos administrativos los 
válidamente emitidos por los órganos de las Administraciones Públicas. 
Las Administraciones Públicas emitirán los documentos administrativos 
por escrito, a través de medios electrónicos, a menos que su naturaleza 
exija otra forma más adecuada de expresión y constancia. 

2. Para ser considerados válidos, los documentos electrónicos 
administrativos deberán: 

a) Contener información de cualquier naturaleza archivada en un 
soporte electrónico según un formato determinado susceptible de 
identificación y tratamiento diferenciado. 

b) Disponer de los datos de identificación que permitan su 
individualización, sin perjuicio de su posible incorporación a un expediente 
electrónico. 

c) Incorporar una referencia temporal del momento en que han sido 
emitidos. 

d) Incorporar los metadatos mínimos exigidos. 

e) Incorporar las firmas electrónicas que correspondan de acuerdo con 
lo previsto en la normativa aplicable. 



Se considerarán válidos los documentos electrónicos, que cumpliendo 
estos requisitos, sean trasladados a un tercero a través de medios 
electrónicos. 

3. No requerirán de firma electrónica, los documentos electrónicos 
emitidos por las Administraciones Públicas que se publiquen con carácter 
meramente informativo, así como aquellos que no formen parte de un 
expediente administrativo. En todo caso, será necesario identificar el 
origen de estos documentos. 

Artículo 27. Validez y eficacia de las copias realizadas por las 
Administraciones Públicas. 

1. Cada Administración Pública determinará los órganos que tengan 
atribuidas las competencias de expedición de copias auténticas de los 
documentos públicos administrativos o privados. 

Las copias auténticas de documentos privados surten únicamente 
efectos administrativos. Las copias auténticas realizadas por una 
Administración Pública tendrán validez en las restantes Administraciones. 

A estos efectos, la Administración General del Estado, las Comunidades 
Autónomas y las Entidades Locales podrán realizar copias auténticas 
mediante funcionario habilitado o mediante actuación administrativa 
automatizada. 

Se deberá mantener actualizado un registro, u otro sistema 
equivalente, donde constarán los funcionarios habilitados para la 
expedición de copias auténticas que deberán ser plenamente 
interoperables y estar interconectados con los de las restantes 
Administraciones Públicas, a los efectos de comprobar la validez de la 
citada habilitación. En este registro o sistema equivalente constarán, al 
menos, los funcionarios que presten servicios en las oficinas de asistencia 
en materia de registros. 

2. Tendrán la consideración de copia auténtica de un documento 
público administrativo o privado las realizadas, cualquiera que sea su 
soporte, por los órganos competentes de las Administraciones Públicas en 
las que quede garantizada la identidad del órgano que ha realizado la 
copia y su contenido. 

Las copias auténticas tendrán la misma validez y eficacia que los 
documentos originales. 



3. Para garantizar la identidad y contenido de las copias electrónicas o 
en papel, y por tanto su carácter de copias auténticas, las 
Administraciones Públicas deberán ajustarse a lo previsto en el Esquema 
Nacional de Interoperabilidad, el Esquema Nacional de Seguridad y sus 
normas técnicas de desarrollo, así como a las siguientes reglas: 

a) Las copias electrónicas de un documento electrónico original o de 
una copia electrónica auténtica, con o sin cambio de formato, deberán 
incluir los metadatos que acrediten su condición de copia y que se 
visualicen al consultar el documento. 

b) Las copias electrónicas de documentos en soporte papel o en otro 
soporte no electrónico susceptible de digitalización, requerirán que el 
documento haya sido digitalizado y deberán incluir los metadatos que 
acrediten su condición de copia y que se visualicen al consultar el 
documento. 

Se entiende por digitalización, el proceso tecnológico que permite 
convertir un documento en soporte papel o en otro soporte no electrónico 
en un fichero electrónico que contiene la imagen codificada, fiel e íntegra 
del documento. 

c) Las copias en soporte papel de documentos electrónicos requerirán 
que en las mismas figure la condición de copia y contendrán un código 
generado electrónicamente u otro sistema de verificación, que permitirá 
contrastar la autenticidad de la copia mediante el acceso a los archivos 
electrónicos del órgano u Organismo público emisor. 

d) Las copias en soporte papel de documentos originales emitidos en 
dicho soporte se proporcionarán mediante una copia auténtica en papel 
del documento electrónico que se encuentre en poder de la 
Administración o bien mediante una puesta de manifiesto electrónica 
conteniendo copia auténtica del documento original. 

A estos efectos, las Administraciones harán públicos, a través de la 
sede electrónica correspondiente, los códigos seguros de verificación u 
otro sistema de verificación utilizado. 

4. Los interesados podrán solicitar, en cualquier momento, la 
expedición de copias auténticas de los documentos públicos 
administrativos que hayan sido válidamente emitidos por las 
Administraciones Públicas. La solicitud se dirigirá al órgano que emitió el 
documento original, debiendo expedirse, salvo las excepciones derivadas 



de la aplicación de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, en el plazo de 
quince días a contar desde la recepción de la solicitud en el registro 
electrónico de la Administración u Organismo competente. 

Asimismo, las Administraciones Públicas estarán obligadas a expedir 
copias auténticas electrónicas de cualquier documento en papel que 
presenten los interesados y que se vaya a incorporar a un expediente 
administrativo. 

5. Cuando las Administraciones Públicas expidan copias auténticas 
electrónicas, deberá quedar expresamente así indicado en el documento 
de la copia. 

6. La expedición de copias auténticas de documentos públicos 
notariales, registrales y judiciales, así como de los diarios oficiales, se 
regirá por su legislación específica. 

 

Artículo 28. Documentos aportados por los interesados al 
procedimiento administrativo. 

1. Los interesados deberán aportar al procedimiento administrativo los 
datos y documentos exigidos por las Administraciones Públicas de acuerdo 
con lo dispuesto en la normativa aplicable. Asimismo, los interesados 
podrán aportar cualquier otro documento que estimen conveniente. 

2. Los interesados tienen derecho a no aportar documentos que ya se 
encuentren en poder de la Administración actuante o hayan sido 
elaborados por cualquier otra Administración. La administración actuante 
podrá consultar o recabar dichos documentos salvo que el interesado se 
opusiera a ello. No cabrá la oposición cuando la aportación del documento 
se exigiera en el marco del ejercicio de potestades sancionadoras o de 
inspección. 

Las Administraciones Públicas deberán recabar los documentos 
electrónicamente a través de sus redes corporativas o mediante consulta 
a las plataformas de intermediación de datos u otros sistemas 
electrónicos habilitados al efecto. 

Cuando se trate de informes preceptivos ya elaborados por un órgano 
administrativo distinto al que tramita el procedimiento, estos deberán ser 
remitidos en el plazo de diez días a contar desde su solicitud. Cumplido 
este plazo, se informará al interesado de que puede aportar este informe 
o esperar a su remisión por el órgano competente. 



3. Las Administraciones no exigirán a los interesados la presentación 
de documentos originales, salvo que, con carácter excepcional, la 
normativa reguladora aplicable establezca lo contrario. 

Asimismo, las Administraciones Públicas no requerirán a los 
interesados datos o documentos no exigidos por la normativa reguladora 
aplicable o que hayan sido aportados anteriormente por el interesado a 
cualquier Administración. A estos efectos, el interesado deberá indicar en 
qué momento y ante qué órgano administrativo presentó los citados 
documentos, debiendo las Administraciones Públicas recabarlos 
electrónicamente a través de sus redes corporativas o de una consulta a 
las plataformas de intermediación de datos u otros sistemas electrónicos 
habilitados al efecto, salvo que conste en el procedimiento la oposición 
expresa del interesado o la ley especial aplicable requiera su 
consentimiento expreso. Excepcionalmente, si las Administraciones 
Públicas no pudieran recabar los citados documentos, podrán solicitar 
nuevamente al interesado su aportación. 

4. Cuando con carácter excepcional, y de acuerdo con lo previsto en 
esta Ley, la Administración solicitara al interesado la presentación de un 
documento original y éste estuviera en formato papel, el interesado 
deberá obtener una copia auténtica, según los requisitos establecidos en 
el artículo 27, con carácter previo a su presentación electrónica. La copia 
electrónica resultante reflejará expresamente esta circunstancia. 

5. Excepcionalmente, cuando la relevancia del documento en el 
procedimiento lo exija o existan dudas derivadas de la calidad de la copia, 
las Administraciones podrán solicitar de manera motivada el cotejo de las 
copias aportadas por el interesado, para lo que podrán requerir la 
exhibición del documento o de la información original. 

6. Las copias que aporten los interesados al procedimiento 
administrativo tendrán eficacia, exclusivamente en el ámbito de la 
actividad de las Administraciones Públicas. 

7. Los interesados se responsabilizarán de la veracidad de los 
documentos que presenten. 

 

 

Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público.  

 



Artículo 46. Archivo electrónico de documentos. 

1. Todos los documentos utilizados en las actuaciones administrativas 
se almacenarán por medios electrónicos, salvo cuando no sea posible. 

2. Los documentos electrónicos que contengan actos administrativos 
que afecten a derechos o intereses de los particulares deberán 
conservarse en soportes de esta naturaleza, ya sea en el mismo formato 
a partir del que se originó el documento o en otro cualquiera que asegure 
la identidad e integridad de la información necesaria para reproducirlo. Se 
asegurará en todo caso la posibilidad de trasladar los datos a otros 
formatos y soportes que garanticen el acceso desde diferentes 
aplicaciones. 

3. Los medios o soportes en que se almacenen documentos, deberán 
contar con medidas de seguridad, de acuerdo con lo previsto en el 
Esquema Nacional de Seguridad, que garanticen la integridad, 
autenticidad, confidencialidad, calidad, protección y conservación de los 
documentos almacenados. En particular, asegurarán la identificación de 
los usuarios y el control de accesos, el cumplimiento de las garantías 
previstas en la legislación de protección de datos, así como la 
recuperación y conservación a largo plazo de los documentos electrónicos 
producidos por las Administraciones Públicas que así lo requieran, de 
acuerdo con las especificaciones sobre el ciclo de vida de los servicios y 
sistemas utilizados. 

 
Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba el 
Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por 

medios electrónicos. 
 

Artículo 46. Documento administrativo electrónico. 

1. Se entiende por documento administrativo electrónico la información 
de cualquier naturaleza en forma electrónica, archivada en un soporte 
electrónico, según un formato determinado y susceptible de identificación 
y tratamiento diferenciado admitido en el Esquema Nacional de 
Interoperabilidad y normativa correspondiente, y que haya sido generada, 
recibida o incorporada por las Administraciones Públicas en el ejercicio de 
sus funciones sujetas a Derecho administrativo. 

2. Cuando en el marco de un procedimiento administrativo tramitado 
por medios electrónicos el órgano actuante esté obligado a facilitar al 



interesado un ejemplar de un documento administrativo electrónico, dicho 
documento se podrá sustituir por la entrega de los datos necesarios para 
su acceso por medios electrónicos adecuados. 

 

CAPÍTULO II 

Archivo electrónico de documentos 

Artículo 54. Conservación de documentos electrónicos. 

1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 46 de la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, las Administraciones Públicas, así como sus organismos 
públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes, 
deberán conservar en soporte electrónico todos los documentos que 
formen parte de un expediente administrativo y todos aquellos 
documentos con valor probatorio creados al margen de un procedimiento 
administrativo. 

La copia electrónica auténtica generada conforme a lo dispuesto en el 
artículo 27 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, tiene la consideración de 
patrimonio documental a efectos de aplicación de la Ley 16/1985, de 25 
de junio, del Patrimonio Histórico Español o la normativa autonómica 
correspondiente, siendo el periodo de conservación de los documentos el 
establecido por las autoridades calificadoras que correspondan. 

2. Cada Administración Pública, regulará los períodos mínimos de 
conservación de los documentos electrónicos, que formen parte del 
expediente de un procedimiento cuya tramitación haya concluido, 
conforme a su normativa específica de archivos y patrimonio documental. 

Cuando se tenga conocimiento por la Administración Pública, 
organismo o entidad de la existencia de procedimientos judiciales que 
afecten o puedan afectar a documentos electrónicos, estos deberán 
conservarse a disposición de los órganos jurisdiccionales, hasta tanto 
exista constancia de la terminación del procedimiento judicial 
correspondiente en las sucesivas instancias, por haber recaído resolución 
no susceptible de recurso o procedimiento alguno ante órganos 
jurisdiccionales nacionales o internacionales. 

3. La conservación de los documentos electrónicos deberá realizarse de 
forma que permita su acceso y comprenda, como mínimo, su 
identificación, contenido, metadatos, firma, estructura y formato. 



También será posible la inclusión de su información en bases de datos 
siempre que, en este último caso, consten los criterios para la 
reconstrucción de los formularios o modelos electrónicos origen de los 
documentos, así como para la comprobación de la identificación o firma 
electrónica de dichos datos. 

Los plazos de conservación de esta información están sujetos a los 
mismos plazos establecidos para los correspondientes documentos 
electrónicos. 

4. Para asegurar la conservación, acceso y consulta de los documentos 
electrónicos archivados con independencia del tiempo transcurrido desde 
su emisión, se podrán trasladar los datos a otros formatos y soportes que 
garanticen el acceso desde diferentes aplicaciones, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 27 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre y en la 
normativa específica de archivos y patrimonio documental, histórico y 
cultural. 

Asimismo, se planificarán las actuaciones de preservación digital que 
garanticen la conservación a largo plazo de los documentos digitales y 
permitan de esta forma dar cumplimiento a lo establecido en el párrafo 
anterior 

5. En todo caso, bajo la supervisión de los responsables de la 
seguridad y de los responsables de la custodia y gestión del archivo 
electrónico y de los responsables de las unidades productoras de la 
documentación se establecerán los planes y se habilitarán los medios 
tecnológicos para la migración de los datos a otros formatos y soportes 
que permitan garantizar la autenticidad, integridad, disponibilidad, 
conservación y acceso al documento cuando el formato de los mismos 
deje de figurar entre los admitidos por el Esquema Nacional de 
Interoperabilidad y normativa correspondiente. 

Artículo 55. Archivo electrónico único. 

1. El archivo electrónico único de cada Administración es el conjunto de 
sistemas y servicios que sustenta la gestión, custodia y recuperación de 
los documentos y expedientes electrónicos así como de otras 
agrupaciones documentales o de información una vez finalizados los 
procedimientos administrativos o actuaciones correspondientes. 

2. En el archivo electrónico único de la Administración General del 
Estado serán accesibles todos los documentos y expedientes electrónicos 
del sector público estatal una vez finalizados los procedimientos y en los 



plazos determinados por la Comisión Superior Calificadora de Documentos 
Administrativos de acuerdo con lo que se desarrolle reglamentariamente. 

La gestión del archivo electrónico único garantizará la autenticidad, 
conservación, integridad, confidencialidad, disponibilidad y cadena de 
custodia de los expedientes y documentos almacenados, así como su 
acceso, en las condiciones exigidas por el Esquema Nacional de 
Interoperabilidad y el Esquema Nacional de Seguridad, por la normativa 
de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, por la 
legislación de archivos y patrimonio histórico y cultural y por la normativa 
específica que sea de aplicación, de acuerdo con lo que se desarrolle 
reglamentariamente. 

 

El expediente administrativo: forma, contenido y formación. 
Acceso al expediente y consulta del expediente 

administrativo: modos, personas habilitadas, negación del 
acceso al expediente.  

 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas. 
 

Artículo 70. Expediente Administrativo. 

1. Se entiende por expediente administrativo el conjunto ordenado de 
documentos y actuaciones que sirven de antecedente y fundamento a la 
resolución administrativa, así como las diligencias encaminadas a 
ejecutarla. 

2. Los expedientes tendrán formato electrónico y se formarán 
mediante la agregación ordenada de cuantos documentos, pruebas, 
dictámenes, informes, acuerdos, notificaciones y demás diligencias deban 
integrarlos, así como un índice numerado de todos los documentos que 
contenga cuando se remita. Asimismo, deberá constar en el expediente 
copia electrónica certificada de la resolución adoptada. 

3. Cuando en virtud de una norma sea preciso remitir el expediente 
electrónico, se hará de acuerdo con lo previsto en el Esquema Nacional de 
Interoperabilidad y en las correspondientes Normas Técnicas de 
Interoperabilidad, y se enviará completo, foliado, autentificado y 
acompañado de un índice, asimismo autentificado, de los documentos que 



contenga. La autenticación del citado índice garantizará la integridad e 
inmutabilidad del expediente electrónico generado desde el momento de 
su firma y permitirá su recuperación siempre que sea preciso, siendo 
admisible que un mismo documento forme parte de distintos expedientes 
electrónicos. 

4. No formará parte del expediente administrativo la información que 
tenga carácter auxiliar o de apoyo, como la contenida en aplicaciones, 
ficheros y bases de datos informáticas, notas, borradores, opiniones, 
resúmenes, comunicaciones e informes internos o entre órganos o 
entidades administrativas, así como los juicios de valor emitidos por las 
Administraciones Públicas, salvo que se trate de informes, preceptivos y 
facultativos, solicitados antes de la resolución administrativa que ponga 
fin al procedimiento. 

 
Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba el 
Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por 

medios electrónicos 
 

TÍTULO III 

Expediente administrativo electrónico 

CAPÍTULO I 

Documento administrativo electrónico y copias 

Artículo 47. Requisitos de validez y eficacia de las copias 
auténticas de documentos. 

1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 27.2 de la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, tendrá la consideración de copia auténtica de un documento 
público administrativo o privado original o de otra copia auténtica, la 
realizada, cualquiera que sea su soporte, por los órganos competentes de 
las Administraciones Públicas en las que quede garantizada la identidad 
del órgano que ha realizado la copia y su contenido. 

2. Las copias auténticas se expedirán siempre a partir de un original o 
de otra copia auténtica y tendrán la misma validez y eficacia que los 
documentos originales. 



Artículo 48. Órganos competentes para la emisión de copias 
auténticas de documentos en el ámbito estatal. 

1. En el ámbito estatal, serán competentes para la expedición de 
copias auténticas de documentos públicos administrativos o documentos 
privados, que sean documentos originales o copias auténticas de 
documento original los siguientes órganos: 

a) Los órganos a los que corresponda la emisión de los documentos 
originales. 

b) Los órganos a los que corresponda la custodia y archivo de 
documentos. 

c) Los órganos que hayan previsto sus normas de competencia. 

d) Las oficinas de asistencia en materia de registros, respecto de los 
documentos originales o copias auténticas presentados por las personas 
interesadas para que se remitan desde la Oficina a la unidad competente 
para su incorporación a un expediente administrativo. 

2. La expedición de copias auténticas de documentos públicos 
administrativos o documentos privados, que sean documentos originales o 
copias auténticas de documento original, podrá llevarse a cabo mediante 
actuación administrativa automatizada o por personal funcionario 
habilitado inscrito en el Registro de Funcionarios Habilitados de la 
Administración General del Estado al que se refiere el artículo 31 de este 
Reglamento. 

3. Los titulares de los órganos que se relacionan en los párrafos a), b) 
c) y d) del apartado 1 de este artículo designarán a los funcionarios y 
funcionarias habilitados para la emisión de las copias electrónicas 
auténticas, que se llevará a cabo mediante el correspondiente proceso de 
digitalización. 

Artículo 49. Emisión de copias de documentos aportados en papel 
por el interesado. 

Cuando el interesado presente en papel una copia de un documento 
público administrativo o de un documento privado para incorporarlo a un 
expediente administrativo, el proceso de digitalización por la 
Administración Pública generará una copia electrónica que tendrá el 
mismo valor que la copia presentada en papel. 



Artículo 50. Referencia temporal de los documentos 
administrativos electrónicos. 

1. Todos los documentos administrativos electrónicos deberán llevar 
asociadas una de las siguientes modalidades de referencia temporal, de 
acuerdo con lo que determinen las normas reguladoras de los respectivos 
procedimientos: 

a) Marca de tiempo, entendiendo por tal la asignación por medios 
electrónicos de la fecha y, en su caso, la hora a un documento electrónico. 

b) Sello electrónico cualificado de tiempo, entendiendo por tal la 
asignación por medios electrónicos de una fecha y hora a un documento 
electrónico con la intervención de un prestador cualificado de servicios de 
confianza que asegure la exactitud e integridad de la marca de tiempo del 
documento. Los sellos electrónicos de tiempo no cualificados serán 
asimilables a todos los efectos a las marcas de tiempo. 

2. La marca de tiempo será utilizada en todos aquellos casos en los 
que las normas reguladoras no establezcan la utilización de un sello 
electrónico cualificado de tiempo 

La información relativa a las marcas y sellos electrónicos cualificados 
de tiempo se asociará a los documentos electrónicos en la forma que 
determine el Esquema Nacional de Interoperabilidad y normativa 
correspondiente. 

3. La relación de prestadores cualificados de servicios de confianza que 
prestan servicios de sellado de tiempo en el sector público deberá estar 
incluida en la «Lista de confianza de prestadores cualificados de servicios 
de confianza». 

Artículo 51. Configuración del expediente administrativo 
electrónico. 

1. El foliado de los expedientes administrativos electrónicos se llevará 
a cabo mediante un índice electrónico autenticado que garantizará la 
integridad del expediente y permitirá su recuperación siempre que sea 
preciso. 

2. Un mismo documento electrónico podrá formar parte de distintos 
expedientes administrativos. 



3. El índice electrónico autenticado será firmado por el titular del 
órgano que conforme el expediente para su tramitación o bien podrá ser 
sellado electrónicamente en el caso de expedientes electrónicos que se 
formen de manera automática, a través de un sistema que garantice su 
integridad. 

Artículo 52. Ejercicio del derecho de acceso al expediente 
electrónico y obtención de copias de los documentos electrónicos. 

De acuerdo con lo previsto en el artículo 53.1.a) de la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, el derecho de acceso de las personas interesadas que se 
relacionen electrónicamente con las Administraciones Públicas al 
expediente electrónico y, en su caso, a la obtención de copia total o 
parcial del mismo, se entenderá satisfecho mediante la puesta a 
disposición de dicho expediente en el Punto de Acceso General electrónico 
de la Administración competente o en la sede electrónica o sede 
electrónica asociada que corresponda. 

A tal efecto, la Administración destinataria de la solicitud remitirá al 
interesado o, en su caso a su representante, la dirección electrónica o 
localizador que dé acceso al expediente electrónico puesto a disposición, 
garantizando aquella el acceso durante el tiempo que determine la 
correspondiente política de gestión de documentos electrónicos siempre 
de acuerdo con el dictamen de valoración emitido por la autoridad 
calificadora correspondiente, y el cumplimiento de la normativa aplicable 
en materia de protección de datos de carácter personal y de transparencia 
y acceso a la información pública y de patrimonio documental, histórico y 
cultural. 

Artículo 53. Tiempo de conservación y destrucción de documentos 

1. Los documentos presentados por el interesado en soporte papel que 
por cualquier circunstancia no le puedan ser devueltos en el momento de 
su presentación, una vez digitalizados serán conservados a su disposición 
durante seis meses para que pueda recogerlos, independientemente del 
procedimiento administrativo al que se incorporen o de la Administración 
Pública a que vayan dirigidos, salvo que reglamentariamente la 
Administración correspondiente establezca un plazo mayor. 

2. Los documentos presentados por el interesado en formato 
electrónico dentro de un dispositivo, que por cualquier circunstancia no le 
puedan ser devueltos en el momento de su presentación, una vez 
incorporados al expediente serán conservados a su disposición durante 



seis meses para que pueda recogerlos, independientemente del 
procedimiento administrativo al que se incorporen o de la Administración 
Pública a que vayan dirigidos, salvo que reglamentariamente la 
Administración correspondiente establezca un plazo mayor. 

3. Transcurrido el plazo previsto en los apartados anteriores, la 
destrucción de los documentos se realizará de acuerdo con las 
competencias del Ministerio de Cultura y Deporte o del órgano 
competente de la comunidad autónoma, y siempre que no se trate de 
documentos con valor histórico, artístico u otro relevante o de 
documentos en los que la firma u otras expresiones manuscritas o 
mecánicas confieran al documento un valor especial. 

4. Cuando la generación de copias electrónicas auténticas se realice a 
partir de documentos originales o copias auténticas de documentos en 
soporte no electrónico que se conserven formando parte de sus 
correspondientes expedientes y series documentales en cualesquiera de 
las oficinas, archivos o dependencias de cualquier organismo de las 
Administraciones públicas, dichos documentos originales o copias 
auténticas de documentos en soporte no electrónico se restituirán a sus 
oficinas, archivos o dependencias de origen, donde les será de aplicación 
la normativa específica en materia de archivos y conservación del 
patrimonio documental en su respectivo ámbito y siguiendo lo establecido 
por las autoridades calificadoras que correspondan. 

5. En el ámbito estatal, se estará a lo preceptuado en el Real Decreto 
1164/2002, de 8 de noviembre, por el que se regula la conservación del 
patrimonio documental con valor histórico, el control de la eliminación de 
otros documentos de la Administración General del Estado y sus 
organismos públicos y entidades de derecho público y la conservación de 
documentos administrativos en soporte distinto al original. 

 

Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno. 

 

CAPÍTULO III 

Derecho de acceso a la información pública 

Sección 1.ª Régimen general 



Artículo 12. Derecho de acceso a la información pública. 

Todas las personas tienen derecho a acceder a la información pública, 
en los términos previstos en el artículo 105.b) de la Constitución 
Española, desarrollados por esta Ley. 

Asimismo, y en el ámbito de sus respectivas competencias, será de 
aplicación la correspondiente normativa autonómica. 

Artículo 13. Información pública. 

Se entiende por información pública los contenidos o documentos, 
cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de alguno 
de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que 
hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones. 

Artículo 14. Límites al derecho de acceso. 

1. El derecho de acceso podrá ser limitado cuando acceder a la 
información suponga un perjuicio para: 

a) La seguridad nacional. 

b) La defensa. 

c) Las relaciones exteriores. 

d) La seguridad pública. 

e) La prevención, investigación y sanción de los ilícitos penales, 
administrativos o disciplinarios. 

f) La igualdad de las partes en los procesos judiciales y la tutela 
judicial efectiva. 

g) Las funciones administrativas de vigilancia, inspección y control. 

h) Los intereses económicos y comerciales. 

i) La política económica y monetaria. 

j) El secreto profesional y la propiedad intelectual e industrial. 

k) La garantía de la confidencialidad o el secreto requerido en procesos 
de toma de decisión. 

l) La protección del medio ambiente. 



2. La aplicación de los límites será justificada y proporcionada a su 
objeto y finalidad de protección y atenderá a las circunstancias del caso 
concreto, especialmente a la concurrencia de un interés público o privado 
superior que justifique el acceso. 

3. Las resoluciones que de conformidad con lo previsto en la sección 
2.ª se dicten en aplicación de este artículo serán objeto de publicidad 
previa disociación de los datos de carácter personal que contuvieran y sin 
perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 20, una vez hayan 
sido notificadas a los interesados. 

Artículo 15. Protección de datos personales. 

1. Si la información solicitada contuviera datos personales que revelen 
la ideología, afiliación sindical, religión o creencias, el acceso únicamente 
se podrá autorizar en caso de que se contase con el consentimiento 
expreso y por escrito del afectado, a menos que dicho afectado hubiese 
hecho manifiestamente públicos los datos con anterioridad a que se 
solicitase el acceso. 

Si la información incluyese datos personales que hagan referencia al 
origen racial, a la salud o a la vida sexual, incluyese datos genéticos o 
biométricos o contuviera datos relativos a la comisión de infracciones 
penales o administrativas que no conllevasen la amonestación pública al 
infractor, el acceso solo se podrá autorizar en caso de que se cuente con 
el consentimiento expreso del afectado o si aquel estuviera amparado por 
una norma con rango de ley. 

2. Con carácter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la 
protección de datos personales u otros derechos constitucionalmente 
protegidos sobre el interés público en la divulgación que lo impida, se 
concederá el acceso a información que contenga datos meramente 
identificativos relacionados con la organización, funcionamiento o 
actividad pública del órgano. 

3. Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente 
protegidos, el órgano al que se dirija la solicitud concederá el acceso 
previa ponderación suficientemente razonada del interés público en la 
divulgación de la información y los derechos de los afectados cuyos datos 
aparezcan en la información solicitada, en particular su derecho 
fundamental a la protección de datos de carácter personal. 

Para la realización de la citada ponderación, dicho órgano tomará 
particularmente en consideración los siguientes criterios: 



a) El menor perjuicio a los afectados derivado del transcurso de los 
plazos establecidos en el artículo 57 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, 
del Patrimonio Histórico Español. 

b) La justificación por los solicitantes de su petición en el ejercicio de 
un derecho o el hecho de que tengan la condición de investigadores y 
motiven el acceso en fines históricos, científicos o estadísticos. 

c) El menor perjuicio de los derechos de los afectados en caso de que 
los documentos únicamente contuviesen datos de carácter meramente 
identificativo de aquéllos. 

d) La mayor garantía de los derechos de los afectados en caso de que 
los datos contenidos en el documento puedan afectar a su intimidad o a 
su seguridad, o se refieran a menores de edad. 

4. No será aplicable lo establecido en los apartados anteriores si el 
acceso se efectúa previa disociación de los datos de carácter personal de 
modo que se impida la identificación de las personas afectadas. 

5. La normativa de protección de datos personales será de aplicación al 
tratamiento posterior de los obtenidos a través del ejercicio del derecho 
de acceso. 

Artículo 16. Acceso parcial. 

En los casos en que la aplicación de alguno de los límites previstos en 
el artículo 14 no afecte a la totalidad de la información, se concederá el 
acceso parcial previa omisión de la información afectada por el límite 
salvo que de ello resulte una información distorsionada o que carezca de 
sentido. En este caso, deberá indicarse al solicitante que parte de la 
información ha sido omitida. 
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